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INTRODUCCIÓN 
 
La presente investigación hace referencia a la influencia de los cambios 
normativos del sistema penal acusatorio en el hacinamiento carcelario, 
entendiendo que la realidad a la que se someten las personas en los Centros 
Carcelarios en razón de las condiciones  infrahumanas  en las que conviven  
quienes son condenados o  asegurados de manera preventiva dentro  del  trámite 
de un proceso penal generan gran preocupación en la sociedad  colombiana, así  
mismo se ha convertido un problema social de vieja data pero  sobre todo  de gran 
preocupación por la forma en que se supedita a vivir a las personas  que se 
encuentran en los centros carcelarios, no sólo es un hecho  notorio el mal estado 
tanto en infraestructura como en todos los aspectos propios de una vida digna que 
se encuentran actualmente de los establecimientos carcelarios en Colombia, sino 
que muy inadecuadamente se ha aumentado el  número de personas  que ocupan 
estos sitios carcelarios.  
La presente investigación cuenta con  la justificación social de propender por  
examinar un fenómeno que ha venido ampliándose en Colombia  a la vez que los 
delitos  y problemas sociales de fondo  incrementan su aparición en la sociedad 
colombiana, no  solamente se evalúa  el problema de fondo  causa del 
hacinamiento  carcelario, también se hace énfasis en las causas directas  o  
indirectas del hacinamiento,   las consecuencias que trae el aumento del 
hacinamiento carcelario como graves problemas de salud ,de violencia, 
vulneración de la integridad física y mental, de la dignidad humana  de las 
personas privadas de la libertad; la razón de ser de los establecimiento carcelarios 
es la resocialización pero se han convertido en lugares inseguros, sin una calidad 
de vida digna y con altos índices de violación de derechos fundamentales. Es vital 
determinar si una de sus causas es el aumento de los cambios normativos, otro 
problema que aqueja el sistema penal acusatorio desde su entrada en vigencia en 
Colombia. 
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Al analizar la ineficacia de los cambios normativos en el sistema penal oral 
acusatorio y cómo influyen en el hacinamiento carcelario, nos incorporamos dentro 
de un marco netamente normativo, legal, que es necesario establecer para así 
hacer la correlación de estos dos problemas y determinar si esa inseguridad 
jurídica que producen esos cambios aumentan el índice del hacimiento carcelario. 
La justificación   académica de este  proyecto,  recae precisamente en la 
necesidad de que desde la academia se creen espacios conducentes para que las 
autoridades tomen medidas frente a  los problemas que aquejan a la población 
más desprotegida en Colombia, incluyendo dentro  de este amplio grupo a los 
reclusos, quienes a diario  tienen que vivir una tragedia  mientras cumplen una 
pena que tiene como función resocializarlos pero  que el Estado no brinda las 
herramientas para que dicha  reconstrucción del individuo  se logre de manera 
efectiva, por todo  ello, los espacios universitarios están en la necesidad  de influir 
en las  nuevas formas de  garantizar a los reclusos de establecimientos carcelarios 
las  necesidades mínimas que merece toda persona.  
Como Justificación jurídica brevemente se recuerda que el objeto principal de esta 
investigación es el estudio  de la norma jurídica desde el punto de su eficacia.    
Para lograr los objetivos planteados en la investigación, durante la investigación 
de campo se harán entrevistas con las personas privadas de la libertad, con el fin 
de obtener de ellos información sobre cual creen que es la causa del hacinamiento 
carcelario y recoger estadísticas frente a este problema que nos ayudaran para la 
posterior comparación. Frente a los cambios normativos al recopilar las leyes y los 
proyectos de ley desde el 2005 hasta el 2014, determinando el objeto de cada uno 
y la fecha en que entro vigencia se podrá comparar con las estadísticas antes 
recogidas y determinar si hubo o no aumento de personas privadas de la libertad 
en las cárceles y si esto ha producido el hacinamiento carcelario o si por el 
contrario son dos problemas del sistema penal acusatorio aislados uno del otro. 
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CAPÍTULO 1.  
 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA SOCIO- JURÍDICO DE LA 
INVESTIGACIÓN 
 
1.1.1 IDENTIFICACIÓN DEL PROBLEMA DE LA INVESTICACIÓN SOCIO – 
JURÍDICA 
 
En el planteamiento del problema se parte sobre la eficacia, con esta nos referimos a 
la influencia de los cambios normativos frente al cumplimiento  del objetivo para el 
cual fueron creadas. Cada ley y cada norma tiene una razón de ser, dentro  del 
ejercicio legislativo  cada norma expedida se va ajustando a las necesidades del país 
en su momento. 
El Proceso Penal Colombiano evolucionó de un sistema "Inquisitivo" con un papel 
preponderante del Juez, a un proceso "Dispositivo" donde prevalece la disposición 
de los derechos por parte de los actores dentro del Proceso1.  
El Sistema Penal Oral Acusatorio entro en vigencia desde enero de 2005  con el 
propósito de  resolver el problema de la justicia penal en nuestro país, el fundamento 
constitucional esta en los artículos 29 y 250. El artículo 29 contempla el derecho de 
todo ciudadano a un proceso “público sin dilaciones injustificadas, así como a 
presentar pruebas y a controvertir las que allegue en su contra el articulo 250 
dispone que ” La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio 
de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las 
características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, 
                                                          
1FERNANDEZ LEON, Whanda. Sistema Penal Acusatorio  Oral – Vol:1.  Editorial: 
Andrés Morales. Bogotá, 2012, Pág.: 7.  
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petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y 
circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo2.  
Desde la implementación de el Sistema Penal Oral Acusatorio muestra índices de 
congestión, en la fiscalía hay represados casi un millón y medio de procesos incluso 
ya se han presentado casos que han prescrito,  hay un hacinamiento carcelario del 
33% este sistema ofrecía un esquema más garantista, transparente y con mayores 
posibilidades de eficiencia que el sistema anterior3. 
Lo que ha afectado considerablemente la eficacia del sistema Penal Oral Acusatorio 
en primer lugar son las malas prácticas judiciales, estas prácticas hacen referencia 
“al abuso de las suspensiones y los aplazamientos de las audiencias orales y la 
lectura de las intervenciones en las mismas, la elaboración de programas 
metodológicos 'a formato' que no están orientados a la resolución del caso en 
concreto, la falta de filtros para las denuncias por conductas que no constituyen 
delito y la deficiente aplicación del principio de oportunidad”4. También se encuentra 
 que en materia de garantías existe una flexibilización de la prevalencia de la libertad, 
lo cual se hace evidente en la manifestación de medidas de aseguramiento. 
El segundo aspecto tiene que ver con un comportamiento de la justicia colombiana 
que ha sido seriamente cuestionada por varios críticos y es en lo relacionada con el 
cambio continuo de las normas y las disposiciones legales5. 
Finalmente, la falta de presupuesto sobre el sistema ha llevado a que la 
administración de justicia sea incapaz de cumplir con las expectativas que recaen 
sobre la misma en la lucha contra la criminalidad, este punto se materializa en la falta 
                                                          
2 ESPITIA, Fabio. Instituciones de Derecho  Procesal Penal. Editorial: LEGIS. 
Bogotá, 2013, Pág: 35.  
3 ARTICULO EN: El Nuevo Siglo. http://www.elnuevosiglo.com.co/articulos/5-2012-
discusión-por-efectividad-del-sistema-penal-acusatorio.html. Mayo  12 del 2012 
4COLPRENSA. En: El 
Universal.http://www.eluniversal.com.co/cartagena/politica/las-tres-fallas-que-
aquejan-al-sistema-penal-acusatorio-75492. Mayo 7 del 2012.  
5 COLPRESNA. En; EL Universal. 
Http://www.eluniversal.com.co/cartagena/politica/las-tres-fallas-que-aquejan-al-
sistema-penal-acusatorio-75492. Junio 8 del  2013 
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de personal y de medios para la realización de la actuaciones investigativas, la 
insuficiencia de laboratorios, las deficientes condiciones de las sedes judiciales y los 
bajos salarios de peritos e investigadores6. 
El problema del sistema penal acusatorio no se limita a su diseño, sino también en 
las falencias del Estado para llevar a buen término su implementación, ya que, 
conllevan al no cumplimiento del propósito del sistema que es ser garantista de los 
derechos fundamentales, desde su implementación no ha resultado eficaz como se 
creía principalmente la inconformidad  no ha  mejorado  el problema de la justicia 
penal en nuestro país7.  
Cada tres meses, en promedio, Colombia reforma su Código Penal, lo cual es un 
síntoma inequívoco de la inexistencia de una política criminal que dé cuenta no solo 
de la estabilidad jurídica que debe tener el régimen punitivo de todo Estado de 
derecho, sino también de los beneficios que para la sociedad reporta un sistema 
penal que se encuentra en permanente revisión8. 
El Estado colombiano recurre con mucha frecuencia a reformar su legislación penal, 
como la solución que generalmente aplica para hacer frente a los distintos 
fenómenos de conflictividad social. En los ocho primeros años de la presente década 
de 2000, el Congreso de la República tramitó  y aprobó 32 leyes relacionadas con 
modificaciones o adiciones al Código Penal, y un decreto expedido por el gobierno 
nacional bajo el Estado de  Conmoción Interior. La Corte Constitucional declaró 
inexequibles, en su integridad, tres de estas normas.9 
Utilizar el sistema punitivo del Estado como el principal instrumento para disuadir de 
cometer infracciones al régimen penal puede significar una mirada a la impunidad en 
                                                          
6 COLPRENSA. En: El Universal. 
http://www.eluniversal.com.co/cartagena/politica/las-tres-fallas-que-aquejan-al-
sistema-penal-acusatorio-75492. Septiembre 18 de 2012. 
7Ministerio de Justicia. Cartilla Ley de Seguridad.  Imprenta Nacional. Bogotá, 
2011. Pág. 15 
8 Ministerio de Justicia. Cartilla Ley de Seguridad. Imprenta Nacional. Bogotá, 
2011. Pág. 12 
9Ministerio de Justicia. Cartilla Ley de Seguridad. Imprenta Nacional. Bogotá, 
2011. Pág. 11 
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el marco del Sistema Penal Oral Acusatorio...un efecto contraproducente, en el 
sentido de que el endurecimiento de las penas no desestimula las conductas 
desviadas. Por esa razón, es muy probable que un Estado punitivo reciba ilimitadas 
presiones para ampliar cada vez más su sistema penitenciario y carcelario, 
cambiando el orden de prioridades a la asignación de recursos en un país con 
infinitas necesidades sociales y escasos recursos para atenderlas.10 
Como lo señaló el profesor de los Andes y coordinador de la relatoría de prisiones de 
la Facultad de Derecho de esta universidad, Libardo José Ariza, el hacinamiento ha 
alcanzado su máximo histórico, llegando al 48%; la tasa de encarcelamiento en 
Colombia ha aumentado de modo vertiginoso, pasando de 80 internos por cada 
100.000 habitantes en 1993 a 231 reclusos por cada 100.000 en la actualidad, 
siempre en condiciones infrahumanas. “Resulta pues necesario aplicar remedios 
judiciales distintos, dirigidos a proteger a la persona que sufre la violación de sus 
derechos”, dice Ariza11.Se tiene como antecedentes los citados en el estado del arte. 
 
1.1.2 DELIMITACIÓN DEL PROBLEMA DE LA INVESTICACIÓN SOCIO – 
JURÍDICA 
 
1.1.3 ESPACIO  
 
El lugar donde se desarrolla la presente investigación es Colombia.  
1.1.4 TIEMPO 
 
                                                          
10Ministerio de Justicia. Cartilla Ley de Seguridad. Imprenta Nacional. Bogotá, 
2011. Pág. 10 
11 REDACCIÓN POLÍTICA. EL 
ESPECTADOR.http://www.elespectador.com/noticias/politica/articulo-413945-
reforma-al-codigo-penitenciario-dejaria-libres-48-mil-presos. Abril 3 del 2013. 
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El término temporal que se tiene en cuenta para el desarrollo de este trabajo es 
desde el año el año 2004 cuando  se expidió el Código  de Procedimiento  Penal 
hasta el año 2014.  
1.1.5 SUJETOS 
 
Los sujetos de esta investigación son todas  las personas  entre familiares, 
procesados sometidos a detención preventiva en centro carcelario, condenados 
que a diario tienen que  encontrar menoscabada su dignidad humana por el 
incremento  del  hacinamiento en los establecimientos carcelarios.  
 
1.1.6 FORMULACIÓN DEL PROBLEMA SOCIO – JURÍDICO DE LA 
INVESTIGACIÓN 
 
¿Que investigar?: Área: Socio-Jurídico determinar los cambios normativos del  
sistema penal oral acusatorio desde su entrada en vigencia y los que están por 
tramitarse  y  como estos influyen en el hacinamiento carcelario  
¿Que se busca al investigar? Lo que se busca es hacer una correlación entre dos 
variables los cambios normativos y el hacinamiento carcelario. 
Demostrar que esos cambios normativos son ineficaces, influyendo en el aumento 
del hacinamiento carcelario, que estos cambios en vez de cumplir con su propósito 
de impartir justica y de que no  haya impunidad, lo que hace es violar mas 
derechos fundamentales y generar más problemas en la justicia penal colombiana 
haciendo del sistema penal acusatorio un sistema sin garantías ni para las 
procesados ni para las víctimas. 
Por lo tanto  el problema jurídico que se propone dentro de la presente 
investigación, de manera concreta es el siguiente:  
¿Cuál es la eficacia teleológica de las  reformas realizadas a la normatividad penal 
con  el fin de acabar con  el hacinamiento carcelario? 
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1.1.7 SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA SOCIOJURÍDICO DE LA 
INVESTIGACIÓN 
 
-¿Cuál es la finalidad de  la normatividad vigente en Colombia en materia penal y 
con plena incidencia en el hacinamiento  carcelario? 
-¿Cómo se justifican las  medidas de carácter  penal en materia de seguridad para 
hacer frente al hacinamiento  carcelario? 
-¿De qué manera el sentido y filosofía  de la norma penal interviene en el aumento 
del hacinamiento  carcelario? 
-¿Por qué en Colombia no han sido  efectivas  las medidas  para terminar  por 
completo con el hacinamiento carcelario? 
-¿Cuáles son los factores de mayor incidencia  dentro de las  reformas  a la 
normatividad penal para que se presente aumento o disminución  de hacinamiento  
carcelario? 
-¿Desde qué  momento  las reformas  al ordenamiento  Penal Colombiano  se 
convierten en contraproducentes para garantizar una disminución en el 
Hacinamiento  carcelario? 
-¿Los fundamentos constitucionales de las reformas al Ordenamiento Penal 
Colombiano respetan la finalidad de disminuir el hacinamiento Carcelario? 
 
1.1.8 HIPOTESIS 
 
En el presente trabajo se cuenta con soluciones anticipadas, las cuales podemos 
reducir a  un numero de cuatro, teniendo en cuenta que las dos primeras se 
caracterizan por ser independientes, en cambio la tercera es una variable 
sumamente dependiente de la primer hipótesis, la cuarta hipótesis es dependiente  
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de alguna de las dos primeras, esto, según su incidencia. Son las siguientes:  
     
- En Colombia, las reformas  introducidas al Ordenamiento  Penal cuentan con 
la  característica de que han permitido  el aumento del  hacinamiento  
carcelario.  
 
- En Colombia El hacinamiento  Carcelario ha aumentado por razones distintas 
a la  reforma del Código  de Procedimiento Penal.  
 
- En Colombia la filosofía del Ordenamiento Jurídico Penal  es de carácter 
funcionalista,  pero  bastante inclinada  al funcionalismo radical, de allí que  
sea posible que las reformas a las  normatividades  penales incentiven el 
aumento del hacinamiento  carcelario.  
 
- En Colombia, la filosofía del Ordenamiento Jurídico Penal  es de carácter 
funcionalista,  pero  bastante inclinada  al funcionalismo moderado, de allí que 
no  sea posible que las reformas a las  normatividades  penales incentiven el 
aumento del hacinamiento  carcelario. 
 
 
1.2 JUSTIFICACIÓN  
 
Desde la implementación del Sistema Penal Oral Acusatorio en nuestro país, se 
recurre con frecuencia a los cambios normativos como una solución para resolver 
conflictividad social “cada tres meses en promedio reforman el código penal” 
cambios que han generado una serie de dificultades para el desarrollo del sistema, 
la fiscalía tiene a la fecha casi un millón y medio de noticias criminales 
acumuladas y un hacinamiento carcelario del 33%, datos obtenidos de la base de 
prensa realizada. Lo que se busca es analizar cada cambio normativo, haciendo 
estadísticas y buscando el objeto de la norma, con el fin de aclarar si esta es la 
solución más eficaz para los problemas de justicia, especialmente el de 
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hacinamiento que se han venido presentado con la implementación del sistema 
penal oral acusatorio, siendo más evidente en los últimos años, además que cual 
es el papel del Estado frente a esto. los estudios realizados hasta ahora solo 
abarcan unos periodos de tiempo y analizan en general , dando importantes 
aportes, pero no los suficientes en cuanto a los cambios normativos: el aumento 
de penas, disminución de pena, creación de nuevas conductas, cambios en los 
procedimientos y proyectos de ley que se están tramitando en el congreso 
actualmente. Este estudio nos metería de fondo en  la realidad que está viviendo 
el país en cuanto a justicia, determinar si los cambios normativos influyen en el 
aumento del hacinamiento carcelario o si por el contrario son dos problemas 
aislados y si es posible en la guía para una elaboración de política criminal eficaz 
que busque cumplir con el marco constitucional y las necesidades sociales de la 
población colombiana. 
 
En Colombia se cuenta con la necesidad diaria de que los problemas  sociales  
encuentren una respuesta de manera inmediata,  más aun cuando las normas  
son creadas dentro  de  un amplio proceso  legislativo,  pero sobre todo porque la 
necesidad de encontrar un ordenamiento  jurídico integral  que beneficie a todas y 
cada una de las  personas que  son afectadas  dentro  de las  distintas situaciones 
problemica,  es una  constante que debe estar  siendo cumplida  de manera 
continua  por parte  del Estado Social de Derecho, el principio que per se,  cuenta 
con la característica de ser el  valor supremo  para buscar  la  primacía de este 
tipo de intereses  es precisamente el que se encuentra inmerso en el artículo 5 de 
la Constitución Política denominado: Prevalencia del Interés General.  
 
Los anteriores fragmentos de índole constitucional llevan intrínsecamente una 
conclusión más que evidente para la exposición  de las  razones que promueven 
la realización  de trabajos como  el aquí proyectado,  y es que así  como  el Estado 
desde todas sus instituciones pregona que de manera uniforme se aplique la 
Constitución Política,  de   la misma  forma  la academia como una de las 
instituciones  que  promueve  la educación como derecho  fundamental   se 
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encuentra atada  al deber social pero sobre todo  al compromiso con  la 
ciudadanía colombiana consistente en preocuparse por los principales problemas 
que acongojan  a la población,  llegando así hasta un problema realmente grave y  
que despierta preocupación,  pero últimamente esa impresión que nació de ver el 
hacinamiento carcelario como una  nube que se esparce por todas las cárceles del 
territorio  colombiano, ahora ha llegado  a transformarse  en un sentimiento de 
indignación  que se alimenta día a día  por las demás situaciones de crisis que 
hacen del Estado Colombiano un Estado Fallido, pero más  coloquial aún es la 
expresión  utilizada por la Corte Constitucional y que vale la pena traer a colación  
para así mismo seguir luchando por  los intereses de todos  los que hasta ahora  
hacemos parte de ese Estado de Cosas  Inconstitucional,  para efectos del 
presente trabajo, particularmente en los establecimientos carcelarios.  
 
Es menester en este momento de  la  argumentación justificativa, trascender del 
plano académico en general, a las huestes del  claustro universitario  llamado 
Universidad Libre, no  se debe este nombre únicamente a la ideología  liberal que 
para nadie es un secreto hace parte de la misma creación de nuestra bella 
universidad sino  que también por la filosofía propia de una casa de estudios que 
en ningún momento de la historia de sí misma a dejado de luchar  por  la 
consecución de un Estado Social de Derecho  que  cumpla todas sus funciones de 
una manera pragmática,  siempre en beneficio de los derechos fundamentales, 
con el respeto  primordial del  pilar  y eje de la doctrina unilibrista: La Libertad.  
 
Cuando el General Benjamín Herrera consideró necesario hacer un claustro 
académico  símbolo  de  las  ideas liberales,  nunca imagino que este mismo  
luchara a diario desde el plano de la investigación,  el Consultorio Jurídico y la 
Práctica judicial, por llegar a ser  consecuentes con las garantías mínimas  de toda 
persona, tal realización del  ideal humanístico conllevó que  las autoridades  
permitan que en distintos espacios académicos  y propios de la praxis judicial  se 
notoria la intervención de la Universidad Libre para evacuar los amplios problemas  
sociales, y precisamente he tenido  la oportunidad de  ser parte de los estudiantes 
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unilibristas que han luchado porque el hacinamiento  carcelario sea cosa del 
pasado,  obteniendo como consecuencia de lo anterior que el respeto por la 
dignidad humana sea la luz del presente que ilumine el futuro de un Estado  Social 
de Derecho funcionando de manera adecuada,  en cumplimiento de sus principios.  
 
Por último acudo  a la justificación motivacional, entendida esta como la 
satisfacción segura de que con labores como la aquí plasmada fácilmente se 
puede llegar  a cumplir el sueño de aportar un granito  de arena para que las 
cárceles en Colombia dejen de ser  el holocausto  al que el ser humano  deba 
llegar  a enfrentarse en algún momento  de su vida,  como si no  bastara con  
tener que soportar lo que el maestro Carnelutti bien llama  “Las Miserias del 
proceso  Penal”,  las autoridades deben hacer frente para terminar de una vez por 
todas con las condiciones grotescas,  inadecuadas,  paupérrimas, que  azotan a 
diario a todo  los presos de nuestro  país.  
 
Para cerrar este capítulo plenamente argumentativo,  la presente obra también se 
justifica por si sola, como el escenario adecuado para  que las  preocupaciones de 
la sociedad sobre el hacinamiento  carcelario, pasen por las manos de un 
estudiante universitario curioso si no  es  que mayormente preocupado  porque la 
paz también sea un tema que se desarrolle en las cárceles.  
 
1.3 OBJETIVOS 
 
1.3.1 OBJETIVO GENERAL  
 
Determinar  cuál es la incidencia de las reformas  al ordenamiento  penal frente al 
aumento del  hacinamiento  carcelario en Colombia. 
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1.3.2 OBJETIVOS ESPECIFICOS 
 
 Proyectar cuales soluciones deben adoptarse desde el  plano normativo  para  
brindar una respuesta adecuada a la crisis actual sobre el hacinamiento  
carcelario.  
 Contrastar las teorías sobre  la funcionalidad de la norma penal para así  
adecuar la filosofía de cada  una de estas tesis a  las reformas  que se han 
implementado en el ordenamiento  penal y  su consecuencia en la crisis del 
hacinamiento  carcelario.   
 
1.4 MARCO REFERENCIAL  
 
1.4.1 ESTADO DEL ARTE  
 
Como antecedentes del problema socio jurídico referente se tiene el informe 
“Diagnóstico y propuesta de lineamientos de política criminal para el Estado 
colombiano” en este se establece antecedentes de la comisión asesora de política 
criminal en el cual especifica que  “Con la Resolución No. 0286 del 15 de febrero 
de 2011 el entonces Ministro del Interior y de Justicia, Germán Vargas Lleras, creó 
la “Comisión Asesora para el Diseño de la Política Criminal del Estado 
colombiano” con el propósito de apoyar la formulación de la política criminal del 
país y realizar recomendaciones al Gobierno Nacional en torno a ella. Su función 
esencial era entonces elaborar una propuesta de lineamentos de política criminal. 
Además, la Comisión debía realizar, en la medida en que el Gobierno o el Consejo 
de Política Criminal se lo solicitaran, otras tareas como i) evaluar y estudiar la 
normatividad existente en materia de política criminal; ii) analizar las iniciativas 
académicas que se formulen sobre la materia; iii) elaborar documentos para el 
diseño de la Política Criminal colombiana; y iv) realizar consultas con las entidades 
estatales, universidades, asociaciones de abogados y abogadas, y las personas u 
organismos que la Comisión considerara pertinentes, sobre las reformas que 
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sugieran deben introducirse”12 siendo esta comisión la que realiza este informe 
,hay que tener conocimiento de donde proviene y quien fundó el organismo,  
haciendo un estudio importante de  la realidad colombiana hasta el 2012 y también 
presentando la realidad de la política criminal y de los fenómenos de criminalidad 
en Colombia,  para dar recomendaciones y lineamientos que estuvieran al mismo 
tiempo enmarcadas normativamente y sustentadas empíricamente, cabe destacar 
la ítem i) referente a las tareas de la comisión , es esta organización la que evalúa 
y estudia la normatividad existente, haciendo un aporte a la investigación 
emitiendo conceptos para posteriormente desarrollar el problema planteado. Esta 
comisión detecta problemas de hacinamiento en las cárceles, presentando 
estadísticas  y sobre los cambios normativos hace algunos apuntes importantes 
como “es posible detectar una tendencia en últimos 20 años y es que las medidas 
penales se han vuelto más severas. Esto se puede constatar, en nivel abstracto, 
por la creación de nuevas figuras delictivas, y por el aumento de las penas 
mínimas y máximas de los delitos ya establecidos en la legislación penal. 
Igualmente puede verificarse por el aumento de las personas privadas de la 
libertad, no sólo a nivel absoluto sino también en proporción a la población”13 
además de esto toma alguno casos de tipos penales para demostrar la tendencia 
punitiva de los últimos años , asegura que esto puede ser un “ populismo punitivo”, 
que pretende que la solución a los problemas de impunidad o de incremento de 
ciertos crímenes debe ser siempre el aumento drástico de las penas. Estas 
medidas suelen ser bastante populares a nivel de la opinión pública y dan buenos 
réditos políticos a quienes las defienden, pero también dice que a veces es 
necesario el aumento de las penas “debido a su angustia frente a la ocurrencia y 
recurrencia de ciertos crímenes atroces” entonces no hay claridad sobre la eficacia 
o no de los cambios normativos en el sistema penal. 
                                                          
12MINISTERIO  DE JUSTICIA. Informe  Política Criminal en Colombia. 
http://www.minjusticia.gov.co/Library/News/Files/Ver%20informe127.PDF.  
13MINISTERIO  DE JUSTICIA. Informe de política Criminal en Colombia. 
http://www.minjusticia.gov.co/Library/News/Files/Ver%20informe127.PDF.  
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El libro  “Una mirada a la impunidad en el marco del Sistema Penal Oral 
Acusatorio en Colombia.” Es el resultado de una colaboración de la comisión 
europea con el Estado Colombiano con el fin de entender los comportamientos 
delictivos en el país y mejorar la respuesta institucional a los mismos y de analizar 
la reforma procesal penal introducida por la Ley 906 de 2004 (la aplicación del 
Sistema Penal Oral Acusatorio) y su efectiva contribución a la reducción de la 
impunidad, como mecanismo de mejora de la capacidad de respuesta del sistema 
de justicia14. Para su estudio hacen recopilación de información en la fiscalía de 
casos entre 2005 y 2008 para el análisis de la impunidad y utilizan el método del 
embudo para medirla. Con relación al nuestro tema hace la siguiente referencia “El 
Estado colombiano recurre con mucha frecuencia a reformar su legislación penal, 
como la solución que generalmente aplica para hacer frente a los distintos 
fenómenos de conflictividad social. En los ocho primeros años de la presente 
década de 2000, el Congreso de la República tramitó y aprobó 32 leyes  
relacionadas con modificaciones o adiciones al Código Penal especialmente la Ley  
1709 de 2014 y un decreto expedido por el gobierno nacional bajo el Estado de 
Conmoción Interior”. Analiza todos los cambios los aumentos punitivos y los 
nuevos tipos penales creados hasta 2009. hacen cuadros comparativos y 
establecer el porqué de cada norma , de la creación de esta y dice “Cada tres 
meses, en promedio, Colombia reforma su Código Penal, lo cual es un síntoma 
inequívoco de la inexistencia de una política criminal que dé cuenta no solo de la 
estabilidad jurídica que debe tener el régimen punitivo de todo Estado de derecho, 
sino también de los beneficios que para la sociedad reporta un sistema penal que 
se encuentra en permanente revisión” y en una de sus conclusiones es “Este 
breve recorrido por las principales normas penales y procesales penales de la 
historia reciente de Colombia pone en evidencia los límites de la imaginación 
nacional para hacer frente al fenómeno de la impunidad sólo mediante reformas 
                                                          
14MINISTERIO DEL INTERIOR. Estudios Hacinamiento en Colombia. 
http://www.mij.gov.co/econtent/library/documents/DocNewsNo1813DocumentNo27
79.PDF.  
24 
 
procesales”15 dándonos una referencia importante para la investigación además 
de esto analiza una de las problemáticas actuales dentro del sistema penal como 
el hacinamiento. 
En el Balance del funcionamiento del Sistema Penal Acusatorio (Medios de 
Gestión) se toma como referencia los años 2010 y 2011 en el cual La Corporación 
Excelencia en la Justicia (CEJ) realizo el seguimiento al funcionamiento del 
sistema penal acusatorio (SPA) desde el inicio de su implementación; por la 
relevancia de esta importante reforma judicial, sino también porque esta 
corporación fue una de las que abogó por la adopción en el país, en este libro se 
habla algo muy importante obre la eficacia y eficiencia del sistema penal como uno 
de los pilares, ya que el sistema ha tenido demasiadas críticas desde su 
implementación, recopila opiniones como: “en la presentación del Informe 
independiente sobre el cumplimiento de compromisos de Colombia frente a la 
Convención de Naciones Unidas Contra la Corrupción (UNCAC); la Corporación 
Transparencia por Colombia afirma que “La investigación y sanción de delitos de 
corrupción no está siendo efectiva por cuenta de fallas en el Sistema Penal 
Acusatorio”, por lo que recomienda su “urgente reforma”. En un sentido similar se 
ha pronunciado la Fiscal General de la Nación al menos en dos oportunidades; 
afirmando además que éste sistema es inferior en términos de eficiencia al 
sistema mixto. También algunos de los alcaldes salientes de diversas regiones del 
país consideraron al sistema acusatorio como uno de sus obstáculos en la lucha 
contra la inseguridad ciudadana. Lo anterior sin contar los columnistas y expertos 
que han puesto el dedo en la llaga sobre los problemas por los que atraviesa el 
SPOA, e incluso sobre la inconveniente que fue su adopción en el país. Con 
fundamento en esta problemática, tanto la Fiscal, como el Presidente de la 
República, han anunciado la realización de algunas reformas al sistema; reformas 
que podría intuirse que serán estructurales, si se tiene en cuenta que el sistema ya 
                                                          
15MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA. Estudio sobre hacinamiento 
encarceles de Colombia. 
http://www.mij.gov.co/econtent/library/documents/DocNewsNo1813DocumentNo27
79.PDF.  
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ha sufrido ajustes, siendo uno de los más relevantes el que se realizó a mediados 
de 2011, con la ley de seguridad ciudadana”16 evidenciando una concordancia en 
los criterios frente a la eficacia del sistema penal en Colombia. Hablan sobre los 
cambios normativos y además los proyectos de ley que están por presentarse más 
cambios y  específica cuáles han sido retirados y aprobados y cuales están por 
tramitar pero solo en un periodo de un año. Por último el artículo de prensa del 
país “Discusión por falta de una real política criminal en el país”17 identifica tres 
problemas del sistema penal: cambios normativos, malas prácticas judiciales y 
falta de presupuesto, este documento es un sustento al documento anterior  de La 
Corporación Excelencia en la Justicia ya que esta es citada para corroborar estos 
problemas que tienen por objetivo informarle a todos los colombianos de lo que 
está pasando frente al sistema penal y sobre la política criminal de Colombia 
frente a esto. A principios del 2013 en un foro en la universidad libre sobre política 
criminal donde participaron personajes como : representante a la cámara Alfonso 
Prada gil y la ministra de justicia Ruth Stella Correa evidenciando un problema y 
discusiones entre los panelista que llevaron a los asistentes a muchos 
interrogantes, el representante a la cámara hace énfasis en los cambios 
normativos y este afirmo “ son muchos los proyectos que tramita el Congreso que 
tienen que ver con política criminal, frente a lo cual dijo que “últimamente he 
tomado la decisión de requerir la posición del Consejo de Política Criminal antes 
de permitir que haya cualquier tipo de votación”.18 Esto demuestra la falta de un 
estudio no solo sobre los cambios establecidos , si no los que están por tramitarse. 
Con todo lo anterior podemos evidenciar los hechos que originan el problema a 
investigar, con los estudios realizados , pero también refleja la falta de un estudio 
completo, sistematizado desde el 2005 hasta el día de hoy de los cambios 
                                                          
16 CORPORACIÓN EXCELENCIA DE LA JUSTICIA. Balance de Funcionamiento 
del Sistema Penal Acusatorio. Disponible en: 
http://www.cjf.gob.mx/reformas/boletin/0612/DocColombia2.PDF.  
17 JUDICIAL. EL PAÍS. Disponible en: 
http://www.elpais.com.co/elpais/judicial/noticias/tres-fallas-aquejan-sistema-penal-
acusatorio-colombia.  
18 http://www.elnuevosiglo.com.co/articulos/3-2013-discusión-por-falta-de-una-real-
pol%C3%ADtica-criminal-en-el-pa%C3%ADs.html 
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normativos ,es evidente que hay problemas de justicia penal en Colombia pero no 
se tiene claro cuáles son sus causas, de donde provienen y cuál es el papel  del 
estado colombiano, hasta ahora se han tomado medidas tendientes a la solución 
de estos problemas, como los cambios normativos, pero el interrogante planteado 
es si son estas las adecuadas para los problemas de justicia en Colombia y si 
influyen en el hacinamiento carcelario. 
Respecto  del tema central de la investigación, pretendido sobre un lineamiento de 
carácter meramente dogmatico,  son bastantes los estudios que a la fecha se 
encuentran vigentes  y dan fe sobre  la necesidad  de verificar que es primordial o 
que valores  se afectan con las  medidas restrictivas de libertades para llevar  a 
cabo una disminución concreta del  hacinamiento en las cárceles de Colombia, 
pero más importante aún es el razonamiento  que elaboran para verificar  cuales  
son las causas que conllevan el crecimiento  constante de las cifras de 
hacinamiento, al respecto  se cuenta con un trabajo de gran importancia a nivel 
internacional donde el doctor Mar Jimeno Bulmes19 examina de forma detallada 
cuales son las incidencias  de la política  instaurada en Europa para tomar 
medidas de carácter penal frente a determinadas situaciones especificas, sobre 
todo en lo concerniente a situaciones en las que un país requiere acudir a las  
instancias de otro  país dentro del continente europeo para poder capturar y  
judicializar a quien ha cometido una conducta de carácter punible.  
Tal y  como se discute desde el inicio de la obra, la  discusión recae  
primariamente sobre la forma en que se modificaron las normas de carácter penal 
para llevar a cabo  medidas  de choque frente a los atentados que se perpetraron 
por grupos terroristas a nivel mundial, lo  que concluye desde una primera parte 
esta magnífica obra que enreda tanto  aspectos de carácter penal como de  tipo 
político  criminal es que a raíz de la inseguridad  que se genera dentro de 
determinado espacio y  de acuerdo  a las circunstancias temporales, los Estados 
                                                          
19 JIMENO BULNES, Mar. Justicia Versus Seguridad en el Espacio  Judicial 
Europeo. Editorial: Lo Blanch. Valencia, 2011.  
27 
 
toan medidas de carácter coercitivo  y  endurecimiento  de penas, procedimientos 
policiales y judiciales para llevar a cabo  una aplicación  de justicia más  rápida.  
El problema es que las medidas  nombradas a su vez cuentan con la característica 
por sí mismas  de solicitar que el Estado cuente con establecimientos que puedan 
soportar la demanda  de nuevos reclusos, de allí  que se establezca sucintamente 
que las  medidas  drásticas de carácter penal a su vez resultan aumentando el 
número de presos en los establecimiento  carcelarios. 
La Unión Europea a la luz del autor es el fie ejemplo de dicha situación a partir de 
los atentados terroristas al metro de Londres y España, fiel obra la aquí 
referenciada, con espíritu propio dentro de esta investigación por todas las  ricas 
investigaciones que aporta para la construcción de unas normatividad que no sólo 
incentive la utilización de la norma penal.  
Uno de los estudios con mayor  trascendencia desde el plano investigativo,  
caracterizado por demostrar que en razón de la investigación de campo que se 
realizó en las cárceles colombianas se llegó a determinar que la construcción de 
las cárceles no depende  de la  búsqueda de situaciones de desigualdad en las 
que el recluido  sea el mayor afectado sino  que debe contar con un respeto 
optimo de  sus derechos a tal punto  de que se le deben brindar garantías 
similares a las  que tienen derecho los guardias, es la Cartilla Práctica de Derecho 
Penitenciario20, este estudio como ningún otro cuenta con la facilidad de permitir 
observar desde un libro la verdadera realidad a la que se someten a diario los 
miles de reclusos en centros carcelarios, no  sólo  pasa  por  mostrar a través de 
documentación fotográfica que el hacinamiento  es el problema que mayormente 
aqueja a quienes se encuentran privados de la libertad en un establecimiento  
carcelario, sino  que además se percata en determinar el estado actual tanto en 
infraestructura como en baños, cocinas,  establecimientos deportivos, bibliotecas, 
zonas de recreación,  que por estar sobre pobladas  terminan de indignificar  a los 
reclusos  de Colombia.  
                                                          
20 FCSPP. Cartilla Práctica de Derecho Penitenciario. Editorial: Equipo Jurídico 
Pueblos. Santander,2013.  
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Una hermosa conclusión que brinda este estudio es que en Colombia una vez se 
comete un delito,  todo el mundo se olvida de que aquella persona que  está 
siendo  juzgada y sometida a una detención preventiva o pena pierde su condición 
de humano, como si se tratara de un demonio, olvidando que por más  que sea 
una persona delincuente, también siente y sufre las consecuencias de su actuar.  
Por último se establece con esta obra que quien cometa el peor de los delitos no 
está en capacidad de aguantar el trato paupérrimo que se vive en las cárceles de 
Colombia.  
Respecto  de las  obras sobre el Procedimiento Penal Acusatorio en Colombia, tal 
vez la mayor autoridad sobre la materia es la doctora Whanda Fernandez León21, 
quien de plano siempre se ha catalogado  por ser defensora a ultranza de los 
derechos de los procesados  y se ha propuesto  desde la literatura penal ofrecer 
respuestas a un ordenamiento que se encuentra totalmente  desconfigurado  y no 
ópera de manera eficiente,  por ejemplo considera que las medidas  restrictivas de 
la libertad se han desbocado en su afán de brindar a la población  la percepción 
de  justicia sin impunidad, por ello hace mención a que mientras en Colombia siga 
siendo la regla general que a quien se captura e imputa un delito debe ser llevado 
a la cárcel,  entendiendo que lo mismo suele pasar con quien hace las veces de 
condenado, persona a la cual no se le permite beneficio alguno  y por ello  el 
Estado deslegitima sus propios principios.  
No se puede pretender acabar con el hacinamiento  carcelario,  mientras la norma 
penal no pregone una verdadera protección del derecho a la libertad.  
El doctor Vicente Gimeno Senda22, en su insigne obra se permite elaborar una 
serie de preguntas sobre lo que  corresponde al papel que cumple para la 
sociedad la política criminal y cómo  manejar  este tipo de estrategias  dentro de 
una sociedad con altos índices de problemas  puede acarrear que precisamente  
                                                          
21 LEON FERNANDEZ, Whanda. Procedimiento Penal Acusatorio y Oral. Editorial: 
Doctrina y Ley. Segunda Edición, 2008.  
22 SENDA GIMENO, Vicente. Nuevos Retos de la Justicia Penal. Editorial: La Ley. 
Primera Edición. España,2008.  
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se desborden los fines de la norma penal, dejando de ser ultima ratio para 
convertirse en la primer medida adoptada  por  el legislador para dar solución a 
situaciones que requieren de una mayor  incidencia en problemas  estructurales y 
de fondo  en la sociedad.  
Este mismo doctor también identifica en la creación de la norma penal cierto  
énfasis a que si las reformas se hacen de manera constante y numerosa se puede 
llegar a desvertebrar por completo el sistema jurídico-penal siendo que de esa 
manera  se desnaturalizan los principios de un derecho penal dentro de un Estado 
Democrático, donde prima  siempre la libertad de la mano de la dignidad humana 
siendo el coloquio o eje de todas las  ramas del poder público en Colombia.  
Dentro de las  obras que mayor aporte hacen al tema sobre  la posibilidad de que 
los beneficios dentro del proceso  penal,  ya sea, a la medida de detención 
preventiva  o  a la condena como  tal logran establecer en la realidad una buena 
forma de evitar el hacinamiento  carcelario,  llegando a convertirse en un 
mecanismo idóneo para contrarestar por completo todas  las situaciones que 
hacen mella o incentivan el hacinamiento  de una manera potente,  por no más 
decir cualquier medida que vaya en contra de permitir un ordenamiento  penal 
concentrado en  limitar la aplicación de beneficios está insertada dentro del grupo 
de  las que buscan un mayor hacinamiento,  con todo el resumen expuesto me 
refiero específicamente al libro del doctor Ricardo  De Palma23. 
Como se puede apreciar esta norma del derecho  argentino cuenta con la 
característica de verificar cuales son las facultades del Estado para ejercer el 
poder punitivo  o  ius Puniendi, de qué manera está facultad se puede seudo-
ampliar, legitimándose en sí misma para desbocar los límites del derecho penal 
sin tener en cuenta los principios propios del Ordenamiento  Jurídico, no está de 
más recordar  que la normatividad del derecho argentino se asemeja a la 
colombiana en lo referente al régimen de delitos y judicialización de los  mismos.  
                                                          
23 PALMA, Ricardo. Exención de Prisión  y  Excarcelación. Editorial: Astrea. 
Buenos Aires, 2006. 
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Dentro de las Altas Cortes en Colombia, muy pocas  veces se cuenta con 
magistrados que logren ser unos verdaderos estadistas si quiera al momento de 
escribir,  dentro de esta línea excepcional es importante resaltar al doctor Yesid 
Ramírez24 quien dentro de su obra la Excelencia Judicial apunta hacer una crítica 
extensa sobre las  distintas modalidades o teorías en que se funda  el proceso  de 
creación normativo,  acude en su extenso  escrito  a  la teoría del Derecho Penal 
del Enemigo,  sobre la que indica con preocupación está tomando  un rol 
desmesurado dentro de las legislaciones promoviendo la campaña de prevención 
y  deslegitimando  cualquier clase de política garantista que logre beneficiar a 
quienes cometen conductas  punibles o están siendo  judicializados por esta 
misma razón, presupone entonces este maestro del  derecho penal, que  quien 
cometa un delito ya es una persona que debe ser excluida de la sociedad,  sin  
más  ni menos que hasta apartársele de sus garantías, ponerlo dentro de un 
régimen jurídico  distinto  y juzgársele de una manera casi  que arbitraria, pero 
obviamente legitimada por la razón de que quien delinque es un enemigo propio 
de la norma jurídica.  
Así como hace una descripción  detallada  de las características  del derecho  
penal del enemigo, se concentra en las consecuencias del  mismo,  concluyendo  
que un derecho  peligrosista únicamente llevara a la creación de  un Estado  
vulnerador de los derechos fundamentales  sin desmedro  de las consecuencias,  
legitimador  de sus errores,  sus desaciertos, y hasta de las más descabelladas  
atrocidades,  algo  parecido  a las épocas de la Segunda Guerra Mundial, donde 
se persiguió de manera indiscriminada a los judíos con el fin de  acabarlos por 
levantar  la sospecha general de que eran los enemigos del pueblo  Nazi, por 
ende, la seguridad  en exceso  a través de la prevención o política de sospecha es 
degradante de las libertades del ser humano y no le permitirá tener una vida libre 
en toda su expresión.  
                                                          
24 RAMIREZ BASTIDAS, Yesid. La Excelencia Judicial. Editorial: Doctrina y Ley. 
Bogotá, 2012.  
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El agotar garantías tan fundamentales es óbice para que principios como los 
enmarcados en la Constitución Política de 1991 deban ser desechados,  para 
incorporar una gama de criterios optimizadores que sólo  permitan al ser humano  
someterse a los ideales políticos o espirituales  de determinado color para poder 
vivir  no como perseguido,  sino como perseguidor.  
El reconocidísimo profesor de derecho  penal en Alemania Jurgen Wolter,  en su 
artículo  Dignidad Humana y Libertad en el Proceso Penal25 inicia un recorrido 
histórico  por lo relativo  a los episodios fundamentales para la creación y 
formalización de los derechos humanos, remitiéndose a 1789, año de la revolución 
francesa para recalcar que en el proceso penal dentro de todo su escenario  y 
etapas tendrá que respetarse el principio de la dignidad humana como principal  
fuente de  protección de cualquier limitación a un derecho.  
Así mismo recae en la osición de que ningún derecho  fundamental podrá  ser 
vulnerado de manera degradante dentro de la ejecución de una pena,  siendo 
necesario  que quien se encuentre purgando  una condena merece los beneficios 
propios de cualquier persona que no se encuentre privada de la libertad.  
Grandes obras  escritas han sido el primer  paso  para  aconsejar y estipular 
parámetros en la creación de normas de carácter penal, entre ellas se encuentra 
la del doctor José Ramón Agustina26en su maga obra tanto de criminología como 
necesariamente de derecho penal acude a evaluar la prevención del delito  a  
través del control social, llegando dentro  de su estudio a clarificar que los actos  
desbordados de prevención para no generar impunidad acabando de alguna 
manera con las libertades, se debe precisamente a que dentro de los distintos 
sistemas de control social se encuentra el policial coercitivo  consistente  en crear 
instituciones  demasiado persuasivas frente a la vulneración de derechos 
                                                          
25 WOLTER,Jurguen Dignidad Humana y Libertad en el Proceso Penal. 
Editorial:Universidad Externado de Colombia. Bogotá, 2005. 
26 AGUSTINA, José Ramon. Prevención  del Delito y Seguridad Ciudadana. 
Editorial: EDISOFER. Madrid, 2012. 
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fundamentales,  donde la institución  cerrada o donde se complementa el paso  
final del mismo ciclo  de prevención es precisamente  en los centros carcelarios.  
Se rescata además como la obra que al referirse al hacinamiento  carcelario 
encuentra una alta gama de factores inhumanos, degradantes pero sobre todo 
persuasivos para garantizar el cumplimiento del ordenamiento  jurídico penal.  
 
1.4.2 MARCO TEORICO 
 
Las teorías relativas toman la pena como un medio para alcanzar otras metas  
como la  prevención, resocialización, defensa social, esta teoría se opone 
completamente a la teoría absolutista, dentro de estas teorías se encuentra la 
teoría aplicable que es la teoría preventiva, en esta, la pena pretende evitar que se 
cometan nuevos delitos, orienta a creer en la conciencia ciudadana el temor al 
delito y sus consecuencias, con el objetivo de impedir  que el delincuente reincida 
apartándolo  de la vida social en libertad.  
Su principal representante fue el penalista alemán, Franz Von Liszt, que 
consideraba al delincuente como el objeto central del Derecho Penal, y a la pena 
como una institución que se dirige a su corrección, intimidación o aseguramiento, 
la idea de la teoría preventiva es debido a que el delincuente estando recluido en 
prisión, debe recibir la educación y socialización suficiente para alcanzar un grado 
evolutivo que al devolverlo  a la vida en comunidad no vuelva a delinquir27. 
Las cárceles en Colombia tienen un fin de resocializar a los delincuentes de 
acuerdo con la teoría preventiva pero no ha sido cumplido, la cárcel a fracasado 
como modelo sancionatorio, cuando hay  mayor hacinamiento la calidad de vida 
de los reclusos y la garantía de sus derechos humanos fundamentales es menor  
hay graves problemas de salud, carencia en la prestación de servicios (trabajo, 
educación, asistencia social, deportes, educación, servicios médicos), hay 
                                                          
27 http://www.derechoycambiosocial.com/revista002/pena.htm 
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epidemias debido a la  contaminación de las basuras, es una clara violación de la 
integridad física y mental de los reclusos, de su autoestima y de la dignidad 
humana, la calidad de vida de los reclusos sufren serios deterioros. 
Teniendo en cuenta lo anterior, estamos tratando de las Teorías absolutistas,  
como en la Teoría de reparación porque el delito ocasiona un daño tanto al 
individuo como a la colectividad y este debe ser reparado con el dolor que la pena 
produce en el delincuente. El hacinamiento cuando sobrepasa el nivel crítico se 
convierte en una  forma de pena cruel, inhumana y degradante y no tiene nada 
que ver con la resocialización y educación dentro del establecimiento carcelario28 
Se toma como base la teoría de Michel Foucault  en el libro “vigilar y castigar” la 
prisión no es el método mas adecuado para castigar:  
“la prisión fabrica también delincuentes al imponer a los detenidos coacciones 
violentas; esta destinada a aplicar las leyes y a ensenar a respetarlas; ahora bien, 
todo su funcionamiento se desarrolla sobre el modo de abuso de poder. 
Arbitrariedad de la administración: el sentimiento de la injusticia que un preso 
experimenta es una de las causas que mas pueden hacer indomable su carácter. 
Cuando se ve así expuesto a sufrimientos que la ley no ha ordenado ni aun 
previsto, en un estado habitual de cólera contra todo lo que rodea: no ve sino 
verdugos en todos los agentes de la autoridad: no cree ya haber sido culpable: 
acusa a la propia justicia”29 
 
1.4.3 MARCO  CONCEPTUAL 
 
Estos conceptos aportan a la investigación como forma de entender el problema 
planteado y el contexto en que se desarrolla y se usan determinadas palabras o 
términos: 
 
                                                          
28 http://www.derechoycambiosocial.com/revista002/pena.htm 
29 http://www.slideshare.net/camiladaza/resumen-por-captulos-vigilar-y-castigar 
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SISTEMA PENAL ACUSATORIO: “Un sistema es un conjunto de reglas y 
principios sobre una materia racionalmente enlazados entre sí. Todo sistema 
procede una esencia y propiedad que le es característica. El proceso penal, como 
institución fundamental dentro del estado y, específicamente, como elemento 
estructural del sistema judicial, requiere en el estudioso indagar acerca de la 
esencia, fundamento y fin como derecho fundamental  de la persona y requisito 
básico de legitimidad del orden social justo”30. 
 
GARANTIAS PROCESALES: “se debe señalar que nuestro sistema sigue siendo 
mixto, con mucha más tendencia hacia el acusatorio, pero sin que se pueda 
afirmar que es de tendencia pura acusatoria, toda vez que se encuentran figuras 
que no son propias de este sistema, como la presencia del Ministerio Publico o la 
participación de un abogado en representación de la víctimas, ya que el tema de 
indemnización de perjuicios siempre se maneja en un proceso de responsabilidad 
civil”31. 
DIGNIDAD HUMANA: “Este principio de naturaleza constitucional se deriva del art 
1 de la carta fundamental, que nos enseña que Colombia es un Estado Social de 
Derecho organizado en forma de Republica Unitaria, fundado en el respeto de la 
dignidad humana. De conformidad con el inciso final del art 53 de  la constitución  
no puede menoscabar la libertad y la dignidad humana”32. 
POLITICA CRIMINAL: “la política criminal ha sido definida con distinta ópticas: 
algunas tienen la definición entre lazada en consideraciones de carácter social, y 
otras de carácter meramente representativitos, y unas más de índole mixtas. Una 
                                                          
30 Fierro Méndez Heliodoro, “sistema procesal penal de EE.UU” Librería Editorial 
IBAÑEZ. Bogotá D.C, 2008, pág. 15  
31 Solórzano Garavito Carlos Roberto, “Sistema Acusatorio y Técnicas de Juicio 
Oral” EDICIONES NUEVA JURÍDICA. Bogotá, 2008, pág.65. 
32 Solórzano Garavito Carlos Roberto, “Sistema Acusatorio y Técnicas de Juicio 
Oral” EDICIONES NUEVA JURÍDICA. Bogotá, 2008, pág.66. 
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gran parte de investigadores confunden sus definiciones con las generalmente 
admitidas, y confusión determina la eficacia de la política criminal”33. 
DERECHOS HUMANOS: “los derechos humanos son un conjunto de facultades 
institucionales que, en cada momento histórico, concretan exigencias de igualdad, 
la libertad y la igualdad humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente 
por los ordenamientos jurídicos a nivel nacional o internacional”34.  
COMISION ASESORA PC: “Con el propósito de formular lineamientos de política 
criminal, la Comisión de Política Criminal, de la cual hace parte María Victoria 
Llorente, directora de la FIP, junto a 12 comisionados más, trabajó durante un año 
en un informe que presenta de manera sintética y asequible, el estado actual de la 
cuestión criminal colombiana, las normas nacionales e internacionales que 
modulan la formulación de políticas criminales estatales, los desafíos más 
importantes que deben afrontar las políticas públicas que toquen el tema y los 
lineamientos y recomendaciones de política criminal”35. 
HACINAMIENTO CARCELARIO: “según la Real Academia Española 
hacinamiento es juntar o amontonar desordenamante (personas o cosas) en un 
lugar determinado. Hacinamiento carcelario es juntar o amontonar 
desordenadamente los reclusos bajo diferentes condiciones, en determinadas 
cárceles”36. 
IMPUNIDAD: “Por impunidad se entiende la inexistencia, de hecho o de derecho, 
de responsabilidad penal por parte de los autores de violaciones, así como de la 
responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque escapan a toda 
investigación con miras hacia su inculpación, detención, procesamiento y, en caso 
                                                          
33 Lozano Tovar Eduardo, “Manual de Política Criminal y Criminológica”, 
EDITORIAL PORRUA. México, 2010, pág. 3,4. 
34 Ortiz Rivas Hernán A. “Derechos Humanos”  EDICIONES JURIDICAS 
GUSTAVO IBAÑEZ. Santa Fe de Bogotá, 1998, pág. 33  
35 http://www.ideaspaz.org/index.php/noticias/ultimas-noticias/1181 
36 http://es.scribd.com/doc/56541737/EL-HACINAMIENTO-CARCELARIO 
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de ser reconocidos culpables, condenas a penas apropiadas, incluso a la 
indemnización del daño causado a sus víctimas”37. 
 
1.4.4. MARCO  LEGAL 
 
 Constitución política de Colombia: articulo 1, 29 y 250  
 Declaración universal de los derechos humanos 
 Pacto internacional de los derechos civiles y políticos 
 Convención americana de los derechos humanos 
 Código penal ley 599 del 2000 
 Código de procedimiento penal ley 906 del 2004 
Cambios normativos código penal38 
 
Norma  Arts. 
modificados o 
adicionados C. 
P.  
Vigencia  Objeto  
Ley 985 de 
2005  
188-A  Vigente  Se aumenta la pena contra la trata de personas  
Ley 975 de 
2005  
Nuevo  Vigente  Sistema penal alternativo para desmo- vilizados de 
grupos armados  
Ley 1028 
de 2006  
327-A,B,C,D  Vigente  Apoderamiento de hidrocarburos, sus derivados, 
biocombustibles o mezclas  
                                                          
37 Barrero Nieto Luis Hernando, Rivera Sneider  “UNA MIRADA A LA IMPUNIDAD 
EN EL MARCO DEL SISTEMA PENAL ORAL ACUSATORIO EN COLOMBIA” 
Bogotá D.C. 2012, pág. 55 
 
38MINISTERIO DE JUSTICIA. Informe Normatividad en Materia Penal. 
http://www.mij.gov.co/econtent/library/documents/DocNewsNo1813DocumentNo27
79.PDF.  
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Ley 1032 
de 2006  
257, 271 y 306  Vigente  Se amplia penalización al uso ilegal de la telefonía 
publica local y a la red de tele- comunicaciones; se 
amplia penalización para violación de derechos de 
autor  
Ley 1058 
de 2006  
Nuevo  Vigente  Procedimiento especial de la justicia penal militar  
Ley 1095 
de 2006  
Nuevo  Vigente  Reglamentación del habeas corpus  
Ley 1098 
de 2006  
Nuevo  Vigente  Código de Infancia y Adolescencia  
Ley 1121 
de 2006  
323, 441, 340 y 
345  
Vigente  Financiación del terrorismo: lavado de activos, 
omisión de denuncia, concierto para delinquir y 
administración de recursos para el terrorismo  
Ley 1142 
de 2007  
229, 312, 347, 
240, 365, 366, 
386, 388, 391, 
392, 394, 395 y 
447  
Vigente  Ley de Convivencia y Seguridad Ciu- dadana  
Ley 1153 
de 2007  
Nuevo  Vigente  Pequeñas causas  
Ley 1154 
de 2007  
83 Vigente  Aumenta la prescripción a 20 años en los delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexuales  
Ley 1181 
de 2007  
233 Vigente  Inasistencia alimentaria  
Ley 1200 
de 2008  
169 Vigente  Secuestro extorsivo o “paseo millona- rio”  
Ley 1201 
de 2008  
397 al 403  Vigente  Peculado por apropiación de bienes encontrados 
fortuitamente por funcio- narios públicos  
Ley 1220 
de 2008  
368, 369, 370, 
371, 372, 373 y 
Vigente  Aumentan delitos contra la salud pú- blica  
38 
 
374  
Ley 1236 
de 2008  
205, 206, 207, 
208 , 209, 210, 
213, 214, 217 
218 y 219-A  
Vigente  Aumento de penas en los delitos de abuso sexual  
Ley 1257 
de 2008  
210-A  Vigente  Sanciona violencia contra la mujer. Crea delito por 
acoso sexual  
Ley 1268 
de 2008  
Tratado Inter- 
nacional  
Vigente  Aprueban las reglas de procedimiento y prueba de 
la Corte Penal Internacio- nal  
Ley 1270 
de 2009  
Nuevo  Vigente  Artículo 11. Judicialización a quienes incurran en 
conductas penales en los estadios de futbol  
Ley 1273 
de 2009  
269 A, B, C, D, 
E, F, G, I, J  
Vigente  Delitos informáticos  
Ley 1453 
del  2011 
 Vigente Ley de Seguridad Ciudadana 
Ley  
1709 del 
2014 
 
 vigente Código  Penitenciario y Carcelario 
 
1.4.4.1 Análisis Normas del Código  Penal  Original con la Reforma al Código  
Penitenciario y Carcelario (Ley  1709).  
 
Las normas del Código  Penal Originario,  es decir, la Ley 599 del  2000,  han sido  
alteradas de manera casi  que absoluta en razón a los distintos temas que ahora 
gozan de una  distinta regulación  a como  fueron presentados primeramente, pero  
el  mayor cambio se  encuentra en lo que corresponde  a los llamados beneficios o 
subrogados penales.  
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Particularmente se contrastan las  prohibiciones que trae el Nuevo Código  
Penitenciario  para  permitir que una persona obtenga un beneficio  frente a la 
pena que está cumpliendo, acudiendo  no  solamente  a unas exclusiones de 
beneficios de manera expresa,  sino  también  a  la necesidad de que se cumplan 
una serie de garantías severas y a veces arbitrarías para hacerse  merecedor de 
ellas,  para una mayor ilustración, es conveniente  hacer un cuadro comparativo 
entre las normativas mencionadas y  así  sacar una conclusión idónea al respecto:  
 
LEY  599  DEL  2000 LEY 1709 DEL  2014 
ARTICULO 38. LA PRISION DOMICILIARIA C
OMO SUSTITUTIVA DE LA  
PRISION. La ejecución de la pena privativa de l
a libertad se cumplirá en el lugar 
de residencia o morada del sentenciado, o en s
u defecto en el que el Juez  
determine, excepto en los casos en que 
el sentenciado pertenezca al grupo  
familiar de la víctima, siempre que concurran 
los siguientes presupuestos: 
1. Que la sentencia se imponga por conducta 
punible cuya pena mínima prevista  
en la ley sea de cinco (5) años de prisión 
o menos.  
2. Que el desempeño personal, laboral, familiar 
o social del sentenciado permita al  
Juez deducir seria, fundada y motivadamente q
ue no colocará en peligro a la  
comunidad y que no evadirá el cumplimiento de
 la pena.  3. Que se 
garantice mediante caución el cumplimiento de l
as siguientes  
obligaciones:  
1) Cuando sea del caso, solicitar al funcionario j
udicial autorización para cambiar 
Artículo 38. La prisión domiciliaria como 
sustitutiva de la prisión. La prisión domiciliaria 
como sustitutiva de la prisión consistirá en la 
privación de la libertad en el lugar de residencia 
o morada del condenado o en el lugar que el 
Juez determine. 
El sustituto podrá ser solicitado por el 
condenado independientemente de que se 
encuentre con orden de captura o privado de su 
libertad, salvo cuando la persona haya evadido 
voluntariamente la acción de la justicia. 
PARÁGRAFO. La detención preventiva puede 
ser sustituida por la detención en el lugar de 
residencia en los mismos casos en los que 
procede la prisión domiciliaria. En estos casos 
se aplicará el mismo régimen previsto para este 
mecanismo sustitutivo de la prisión. 
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de residencia. 
2) Observar buena conducta.  3) Reparar 
los daños ocasionados con el 
delito, salvo cuando se demuestre que 
está en incapacidad material de hacerlo.  
4) Comparecer personalmente ante la autoridad
 judicial que vigile el cumplimiento  
de la pena cuando fuere requerido para lelo.  
5) Permitir la entrada a la residencia a 
los servidores públicos encargados de 
realizar la vigilancia del cumplimiento de 
la reclusión y cumplir las demás  
condiciones de seguridad impuestas en 
la sentencia, por el funcionario judicial  
encargado de la vigilancia de la pena y la regla
mentación del INPEC.  
El control sobre esta medida sustitutiva será eje
rcido por el Juez o Tribunal que 
conozca del asunto o vigile la ejecución de la 
sentencia, con apoyo en el Instituto  
Nacional Penitenciario y Carcelario, organismo 
que adoptará, entre otros, un  
sistema de visitas periódicas a 
la residencia del penado para verificar el  
cumplimiento de la pena, de lo cual 
informará al despacho judicial respectivo.  
Cuando se 
incumplan las obligaciones contraídas, se evad
a o incumpla la  
reclusión, o fundadamente aparezca 
que continúa desarrollando actividades  
Delictivas, se hará efectiva la pena de prisión.  
Transcurrido el término privativo de la libertad c
ontemplado en la sentencia, se  
Declarará extinguida la sanción.  
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 Artículo 38B. Requisitos para 
conceder la prisión domiciliaria. Son 
requisitos para conceder la prisión 
domiciliaria: 
1. Que la sentencia se imponga por 
conducta punible cuya pena mínima 
prevista en la ley sea de ocho (8) años 
de prisión o menos. 
2. Que no se trate de uno de los delitos 
incluidos en el inciso 2o del 
artículo 68A de la Ley 599 de 2000. 
3. Que se demuestre el arraigo familiar 
y social del condenado. 
En todo caso corresponde al juez de 
conocimiento, que imponga la medida, 
establecer con todos los elementos de 
prueba allegados a la actuación la 
existencia o inexistencia del arraigo. 
4. Que se garantice mediante caución el 
cumplimiento de las siguientes 
obligaciones: 
a) No cambiar de residencia sin 
autorización, previa del funcionario 
judicial; 
b) Que dentro del término que fije el 
juez sean reparados los daños 
ocasionados con el delito. El pago de la 
indemnización debe asegurarse 
mediante garantía personal, real, 
bancaria o mediante acuerdo con la 
víctima, salvo que demuestre 
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insolvencia; 
c) Comparecer personalmente ante la 
autoridad judicial que vigile el 
cumplimiento de la pena cuando fuere 
requerido para ello; 
d) Permitir la entrada a la residencia de 
los servidores públicos encargados de 
realizar la vigilancia del cumplimiento de 
la reclusión. Además deberá cumplir las 
condiciones de seguridad que le hayan 
sido impuestas en la sentencia, las 
contenidas en los reglamentos del Inpec 
para el cumplimiento de la prisión 
domiciliaria y las adicionales que 
impusiere el Juez de Ejecución de 
Penas y Medidas de Seguridad. 
 
 Artículo 38C. Control de la medida de 
prisión domiciliaria. El control sobre 
esta medida sustitutiva será ejercido por 
el Juez de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad con apoyo del 
Instituto Nacional Penitenciario y 
Carcelario (Inpec). 
El Inpec deberá realizar visitas 
periódicas a la residencia del 
condenado y le informará al Despacho 
Judicial respectivo sobre el 
cumplimiento de la pena. 
Con el fin de contar con medios 
adicionales de control, el Inpec 
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suministrará la información de las 
personas cobijadas con esta medida a 
la Policía Nacional, mediante el sistema 
de información que se acuerde entre 
estas entidades. 
PARÁGRAFO. La persona sometida a 
prisión domiciliaria será responsable de 
su propio traslado a las respectivas 
diligencias judiciales, pero en todos los 
casos requerirá de autorización del 
Inpec para llevar a cabo el 
desplazamiento. 
 
 Artículo 38D. Ejecución de la medida 
de prisión domiciliaria. La ejecución 
de esta medida sustitutiva de la pena 
privativa de la libertad se cumplirá en el 
lugar de residencia o morada del 
sentenciado, excepto en los casos en 
que este pertenezca al grupo familiar de 
la víctima. 
El juez podrá ordenar, si así lo 
considera necesario, que la prisión 
domiciliaria se acompañe de un 
mecanismo de vigilancia electrónica. 
El juez podrá autorizar al condenado a 
trabajar y estudiar fuera de su lugar de 
residencia o morada, pero en este caso 
se controlará el cumplimiento de la 
medida mediante un mecanismo de 
vigilancia electrónica. 
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 Artículo 38E. Redención de pena 
durante la prisión domiciliaria. La 
persona sometida a prisión domiciliaria 
podrá solicitar la redención de pena por 
trabajo o educación ante el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad de acuerdo a lo señalado en 
este Código. Las personas sometidas a 
prisión domiciliaria tendrán las mismas 
garantías de trabajo y educación que las 
personas privadas de la libertad en 
centro de reclusión. 
PARÁGRAFO. El Ministerio de Trabajo 
generará en coordinación con el 
Ministerio de Justicia y el Inpec las 
condiciones necesarias para aplicar la 
normatividad vigente sobre 
teletrabajo a las personas sometidas a 
prisión domiciliaria. 
 
 Artículo 38G. La ejecución de la pena 
privativa de la libertad se cumplirá en el 
lugar de residencia o morada del 
condenado cuando haya cumplido la 
mitad de la condena y concurran los 
presupuestos contemplados en los 
numerales 3 y 4 del artículo 38B del 
presente código, excepto en los casos 
en que el condenado pertenezca al 
grupo familiar de la víctima o en 
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aquellos eventos en que fue 
sentenciado por alguno de los 
siguientes delitos: genocidio; contra el 
derecho internacional humanitario; 
desaparición forzada; secuestro 
extorsivo; tortura; desplazamiento 
forzado; tráfico de menores; uso de 
menores de edad para la comisión de 
delitos; tráfico de migrantes; trata de 
personas; delitos contra la libertad, 
integridad y formación sexuales; 
extorsión; concierto para delinquir 
agravado; lavado de activos; terrorismo; 
usurpación y abuso de funciones 
públicas con fines terroristas; 
financiación del terrorismo y de 
actividades de delincuencia organizada; 
administración de recursos con 
actividades terroristas y de delincuencia 
organizada; financiación del terrorismo y 
administración de recursos relacionados 
con actividades terroristas; fabricación, 
tráfico y porte de armas y municiones de 
uso restringido, uso privativo de las 
fuerzas armadas o explosivos; delitos 
relacionados con el tráfico de 
estupefacientes, salvo los contemplados 
en el artículo 375 y el inciso 2o del 
artículo376 del presente código. 
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Respecto  del análisis sobre la regulación de la Prisión Domiciliaria en cada 
normatividad, es evidente como  la mayor parte de regulación recae precisamente 
en que se cuente con una legislación que  no sirve  como respuesta latente ante la  
necesidad de acabar con  el  hacinamiento  carcelario  de una  manera  eficaz y 
eficiente.  
Si bien es cierto, ahora sólo  se requiere contar con la mitad de la pena cumplida, 
nótese como se le imponen mayores condiciones y requisitos a quien aspire a ser 
beneficiado  con esta pena sustitutiva,  toda vez, que a parte de los deberes 
administrativos a los que se debe someter, requiere que el delito  por el cual haya 
sido  condenado no  sea de pena mayor a ocho  años, dicha situación es una 
exclusión de manera evidente a un determinado  grupo de condenados.  
Máxime que con las penas tan elevadas que trae el actual Código  Penal, se  
podrá concluir  que eso  precisamente  incentiva el Hacinamiento  Carcelario,  en 
vez de  colaborar con la erradicación del  problema, las noemas como la 1709 
parecen tener la finalidad de que toda  persona condenada debe cumplir hasta el 
último  día su pena, en vez de ocuparse por solucionar asuntos tan notorios para 
que un  presidiario  pueda disfrutar de una pronta libertad  y vida digna,  como lo 
es la búsqueda de empleo brindar el beneficio a quien desde  su lugar de 
residencia se comprometa   a participar en el mejoramiento  de las condiciones  de 
vida  en determinada comunidad.  
 
CODIGO PENAL LEY 1709 DEL 2014 
ARTICULO 63. SUSPENSION CONDICIO
NAL DE LA EJECUCION DE LA PENA.  
La ejecución de 
la pena privativa de la libertad impuesta en
 sentencia de primera, 
Segunda o única instancia, se suspenderá 
por un período de dos (2) a cinco (5) 
Artículo 64. Libertad condicional. El 
juez, previa valoración de la conducta 
punible, concederá la libertad 
condicional a la persona condenada a 
pena privativa de la libertad cuando 
haya cumplido con los siguientes 
requisitos: 
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años, de oficio o a 
petición del interesado, siempre que concu
rran los siguientes  
requisitos:  
1. Que la pena impuesta sea de 
prisión que no exceda de tres (3) años.  
2. Que 
los antecedentes personales, sociales y fa
miliares del sentenciado, así  
como la modalidad y gravedad de la cond
ucta punible sean indicativos de que no 
existe necesidad de ejecución de la pena.  
La suspensión de 
la ejecución de la pena privativa de 
la libertad no será extensiva  
a la responsabilidad civil derivada de 
la conducta punible.  
<Inciso adicionado por 
el artículo 4 de la Ley 890 de 2004. El nue
vo texto es el  
siguiente:> Su concesión estará supeditad
a al pago total de la multa. 
1. Que la persona haya cumplido las 
tres quintas (3/5) partes de la pena. 
2. Que su adecuado desempeño y 
comportamiento durante el 
tratamiento penitenciario en el centro 
de reclusión permita suponer 
fundadamente que no existe 
necesidad de continuar la ejecución 
de la pena. 
3. Que demuestre arraigo familiar y 
social. 
Corresponde al juez competente para 
conceder la libertad condicional 
establecer, con todos los elementos 
de prueba allegados a la actuación, la 
existencia o inexistencia del arraigo. 
En todo caso su concesión estará 
supeditada a la reparación a la 
víctima o al aseguramiento del pago 
de la indemnización mediante 
garantía personal, real, bancaria o 
acuerdo de pago, salvo que se 
demuestre insolvencia del 
condenado. 
El tiempo que falte para el 
cumplimiento de la pena se tendrá 
como periodo de prueba. Cuando 
este sea inferior a tres años, el juez 
podrá aumentarlo hasta en otro tanto 
igual, de considerarlo necesario. 
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Es notable, que actualmente se requiere cumplir con más requisitos para permitir 
la obtención de un subrogado penal,  ahora no basta con que la persona cancele 
la multa,  sino que además debe haber reparado  integralmente a las  víctimas.  
Parece que el legislador no  conociese la actual situación en la que se encuentra 
Colombia, porque para nadie es un secreto  que la mayoría de población 
carcelaria  no cuenta con los recursos necesarios  para  reparar a sus víctimas, lo 
que de lleno  conlleva que quienes cuentan con escasos recursos económicos no 
podrán acceder a este tipo de beneficios puesto  que deberán seguir pagando  su  
condena por el hecho  de no  tener dinero para indemnizar a las víctimas.  
Como plena reputación de lo comentado se hace necesario entonces  indicar que 
una mejor solución es permitir el  trabajo en la Suspensión de la Ejecución de la 
Pena, para que el beneficiado  de esa misma forma cuente con el dinero suficiente 
para indemnizar a la Víctima.  
 
1.4.4.2 Jurisprudencia 
 
Sobre el  Estado de Cosas Inconstitucional en Centros Carcelarios es necesario  
citar la sentencia T - 153 de 1998, vale la pena transcribir uno  de los principales 
motivos para dicha declaración de situación anómala en Colombia:  
 
 
Las condiciones de hacinamiento impiden brindarle a todos los 
reclusos los medios diseñados para el proyecto de resocialización 
(estudio, trabajo, etc.). Dada la imprevisión y el desgreño que han 
reinado en materia de infraestructura carcelaria, la sobrepoblación 
ha conducido a que los reclusos ni siquiera puedan gozar de las 
más mínimas condiciones para llevar una vida digna en la prisión, 
tales como contar con un camarote, con agua suficiente, con 
servicios sanitarios, con asistencia en salud, con visitas familiares 
en condiciones decorosas, etc. De manera general se puede 
concluir que el hacinamiento desvirtúa de manera absoluta los 
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fines del tratamiento penitenciario. Con todo, la Corte quiere 
concentrar su atención en una consecuencia que considera de 
mucha gravedad, cual es la de que la sobrepoblación carcelaria 
impide la separación de los internos por categorías. En efecto, la 
ley ordena que los sindicados estén separados de los 
condenados; que los reincidentes de los primarios, los miembros 
de la Fuerza Pública, los funcionarios públicos y los indígenas de 
los demás reclusos, etc.  
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CAPÍTULO 2 
 
2.1DECLARACIÓN ESTATEGÍA METODOLOGICA APLICADA 
 
2.1.2 ENFOQUE DE LA INVESTIGACIÓN 
 
La investigación que se desarrolla dentro del presente trabajo tiene características 
propias de la investigación jurídica, no solamente por el exhaustivo estudio que se 
hace de la norma jurídica para establecer la respuesta adecuada al problema jurídico 
de la investigación, porque también se afana este proyecto por llegar a verificar  cual 
es el proceso de interpretación de la norma que no permite incentivar la menor 
cantidad  de hacinamiento  dentro  de los centros carcelarios, porque el hecho social 
es precisamente la inspiración o el paso  anterior a la norma jurídica es menester 
verificar hasta qué punto  se encuentra materializado el fin de la norma  con su 
aplicación,  la cual corresponde a los jueces y operadores administrativos dentro de 
las cárceles del país para evitar el hacinamiento.  
 
2.1.3 TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
El análisis que se ejecuta dentro de la presente investigación es de carácter 
exploratorio, como  la palabra verbo rector que identifica  este tipo investigativo lo  
afirma, se trata de explorar la norma a  tal punto que se logre  determinar cuáles son 
las causas  que no permiten que la misma pueda  llegar a aplicarse de la manera 
que lo requiere la sociedad,  es decir, en este país el hacinamiento  es un hecho 
notorio, porque si se han creado  normas de carácter penal con el fin de evitar que 
esta situación se siga reproduciendo pasa totalmente lo contrario  a tal punto  que se 
está incentivando  el hacinar gente,  como si se creara una norma  para  contrarestar 
el problema pero tuviese un efecto totalmente contraproducente.  
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2.1.4 MÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Este trabajo se desarrolla con base en un método de características cualitativas, 
toda vez, que se busca a través de la realización de estudios comparativos entre 
Colombia con otros países verificar  cuales son las medidas que deben tomarse  
para lograr acabar con el hacinamiento  tan perjudicial para los derechos 
fundamentales de los colombianos.  
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2.2 TRIANGULACIÓN METODOLOGICA 
 
 
 
 
  
¿Cuál es la eficacia teleológica de las  
reformas realizadas a la normatividad 
penal con  el fin de acabar con  el 
hacinamiento carcelario? 
En Colombia, las normas  
sobre  hacinamiento 
carcelario han sido 
eficaces para garantizar 
la disminución del 
mismo, pero el aumento 
se debe a otros factores
  
.En Colombia las  Normas 
creadas para acabar con el 
hacinamiento  carcelario han 
sido  contraproducentes y  por 
ello ha aumentado el 
hacinamiento carcelario  en 
Colombia 
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CAPÍTULO 3.  
 
3.1 VALIDEZ JURÍDICA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
Goza de validez Jurídica la presente investigación por tratarse de un tema 
totalmente  lleno de  varios ingredientes jurídicos,  como primera medida se 
encuentra un amplio  análisis a las  normas del  ordenamiento  jurídico de carácter 
penal,  sino que además se acomoda a verificar a lo largo del ordenamiento  
jurídico  los derechos fundamentales que se encuentran perjudicados por parte del 
hacinamiento  carcelario.  
Como  otra característica fundamental, versa el hecho de que la materialización 
del Estado de cosas inconstitucional se debe precisamente  a  la falta de acierto  
de  todo el Estado en su  labor de ejercer un Ius Puniendi  de manera decente,  
algo  que conduce a que en Colombia sean mayores  las vulneraciones a 
derechos fundamentales  que los derechos que se busca proteger con todas las 
ramas del poder público  funcionando  con base en los principios constitucionales 
y  criterios optimizadores de la Constitución Política de 1991.  
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CONCLUSIONES 
 
 El hacinamiento  Carcelario encuentra su principal causa en todos los 
problemas sociales que a diario  atentan a la población colombiana,  no solo  
se trata de la búsqueda de la seguridad  como primer  factor  para que los 
establecimientos carcelarios se encuentren copados, también interceden 
factores sociales de vieja data en Colombia como los son la pobreza, la falta 
de educación,  el desempleo y todo  aquello  que no permite un desarrollo 
integral del ser humano en si mismo.  
 
 Respecto  de las hipótesis planteadas, se debe afirmar que la que encuentra 
hasta el momento mayor validez es la que pregona que las reformas se han 
encargado  de  desnaturalizar las finalidades del proceso  penal,  y  por ello es 
que ha venido  aumentando el hacinamiento  carcelario de una manera 
descomunal.  
 
Las reformas  que se presentan han tratado  de demostrar a la comunidad en 
general que se han tomado  medidas de carácter policial y  judicial con el fin 
de atrapar a todos los delincuentes, no sólo se ha realizado incremento para 
determinados delitos, la creación de nuevos tipos penales, cuya mayor 
afectación se encuentra  en las prohibiciones tendientes a no permitir que  una 
persona  obtenga una rebaja sustancial, ya sea  por  la aceptación de cargos o 
su respectiva colaboración dentro del  proceso  penal.  
 
La Ley 890 del 2004, fue creada por el legislador para aumentar las penas del 
Código Penal, ya que, el SISTEMA Penal Acusatorio se caracteriza por 
premiar a quienes colaboran con la justicia en una etapa temprana del proceso 
allanándose a los cargos, por lo tanto se requirió en su momento aumentar las 
penas en general para facilitar descuentos punitivos sin impunidad.            
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 Se retrasa el sistema procesal penal y carcelario con las reformas tendientes  
a aumentar las  penas, o no  permitir unos mayores beneficios  dentro del 
trámite procesal penal, al momento de creación de la ley  906 del 2004 
precisamente se  buscó establecer en Colombia una justicia restaurativa, la 
cual se logra con la plena colaboración del procesado  para dilucidar  la 
verdad y buscar una reparación efectiva a las víctimas.  
 
 Mientras en Colombia no se solucionen problemas estructurales de nuestra 
sociedad las cárceles seguirán llenándose, porque la solución no es el 
derecho penal como primera ratio,  cosa poco entendida  por  el legislador y 
los  colombianos.  
 
 Y finalmente a través de la Ley 1709, que  reformó el Código Penal y de 
Procedimiento Penal con el  fin  de contrarrestar el hacinamiento carcelario, se 
convirtió en un despropósito en razón a que en vez de contar con un 
mecanismos idóneo para que las personas que se encuentran en Centros 
Carcelarios puedan acceder a beneficios, se complica con mayores requisitos 
la obtención de los beneficios contemplados de manera original en el Código 
Penal.  
 
 Por o anterior es claro que la Ley 1709 de 2014 en vez de ayudar a 
descongestionar las cárceles en Colombia, incentiva el hacinamiento 
carcelario, este tipo de reformas no son las que necesita Colombia para hacer 
frente a su crisis carcelaria.  
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